
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
CONFLICTO DE COMPETENCIA / VINCULACIÓN APARENTE / NO PUEDE DETERMINAR EL CONOCIMIENTO DE LA ACCIÓN POR UN JUEZ SIN COMPETENCIA.
… esta Sala comparte el criterio del Juez Cuarto Laboral del Circuito, porque la acción de tutela, de acuerdo con el artículo 13 del Decreto 2591 de 1991, se dirige contra la autoridad pública o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental; por tanto, el Ministro del Trabajo no puede ser convocado como sujeto pasivo del proceso para que realice el acompañamiento y la verificación del cumplimiento de las decisiones adoptadas en la sentencia, como lo pretende la actora en el  escrito por medio del cual se promovió la acción, pues de este no hay cómo deducir que por acción u omisión desconoció derechos de que sea titular, dignos de protección constitucional. 

Permitir la intervención de esa entidad en el caso bajo estudio, sería tanto como patrocinar que con una vinculación aparente, resulte conociendo de la acción constitucional un funcionario sin competencia.
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Acta No. 434 del 6 de noviembre de 2018  


Expediente No. 66001-22-18-000-2018-00015-00

Se decide el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Segundo Penal Municipal con Función de Conocimiento y Cuarto Laboral del Circuito, ambos de esta ciudad, los que se rehúsan a conocer de la acción de tutela propuesta por la señora Silvia Jhoana Acevedo Montoya contra la sociedad Estudios e Inversiones Médicas S.A. -ESIMED- y a la que solicita se vincule al Ministerio del Trabajo.

A N T E C E D E N T E S 
1. La accionante considera lesionados sus derechos al trabajo, vida digna, seguridad social, igualdad y mínimo vital. Para protegerlos, solicita se ordene: a) a ESIMED pagar los salarios, aportes parafiscales y cotizaciones de seguridad social, que le adeuda desde el mes de septiembre; b) al Ministerio del Trabajo realizar acompañamiento y verificar que el fallo de tutela sea acatado y c) comunicar esa sentencia a la Defensoría del Pueblo y a la Procuraduría General de la Nación para que ejerzan vigilancia administrativa.

Como sustento de tales súplicas señaló, en breve síntesis, que ESIMED cancela de forma atrasada su salario y le adeuda distintas acreencias laborales. Además, se encuentra en mora de consignar sus cesantías y de realizar el pago de sus aportes a seguridad social, a pesar de que le efectúa los descuentos respectivos. Ello perjudica a su familia, pues depende de su sueldo y en este momento carece de cobertura en salud. Agregó que “A partir de los cierres ordenados por las Secretarías Departamentales de Salud, en cabeza de la Superintendencia de Salud, se iniciaron una serie de violaciones a los contratos de trabajo por incumplimiento de los pagos de los salarios y contribuciones a la seguridad social” y reprocha que las autoridades administrativas, encargadas de vigilar la protección de los derechos fundamentales, se abstengan de adoptar las medidas necesarias para ese efecto. 
2. Por auto del 31 de octubre último, el Juez Segundo Penal Municipal con Función de Conocimiento de Pereira, al que correspondió la demanda por reparto, se abstuvo de conocer del asunto y ordenó su envío a la Oficina Judicial de esta ciudad para su respectivo reparto entre los juzgados con categoría de circuito. Argumentó que en este caso “una de las entidades que presuntamente está vulnerado los derechos fundamentales” es el Ministerio del Trabajo, autoridad del orden nacional, razón por la cual la competencia para tramitarla radica en aquellos despachos, de conformidad con el numeral 2 del artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.  

3. El Juez Cuarto Laboral del Circuito, a quien fue repartida la acción, mediante proveído del 1º de los corrientes, suscitó el conflicto negativo de competencia, al considerar que tampoco le correspondía conocerla. Adujo que no se evidencia amenaza alguna a los derechos de la actora por parte del Ministerio del Trabajo, pues los hechos de la demanda solo involucran a la sociedad Estudios e Inversiones Médicas S.A., a la que se encuentra vinculada laboralmente, mientras que, como cuestión accesoria, se solicita a aquella cartera que, ante una eventual decisión favorable, acompañe y verifique su cumplimiento. Por tanto, de acuerdo con el numeral 1 del artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, el conocimiento del caso radica en los jueces municipales.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. Es la Sala Mixta de este Tribunal competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre Juzgados Segundo Penal Municipal con Función de Conocimiento y Cuarto Laboral del Circuito, ambos de esta ciudad, de conformidad con el inciso 2°, artículo 18 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia.

2. Para decirlo de una vez, esta Sala comparte el criterio del Juez Cuarto Laboral del Circuito, porque la acción de tutela, de acuerdo con el artículo 13 del Decreto 2591 de 1991, se dirige contra la autoridad pública o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental; por tanto, el Ministro del Trabajo no puede ser convocado como sujeto pasivo del proceso para que realice el acompañamiento y la verificación del cumplimiento de las decisiones adoptadas en la sentencia, como lo pretende la actora en el  escrito por medio del cual se promovió la acción, pues de este no hay cómo deducir que por acción u omisión desconoció derechos de que sea titular, dignos de protección constitucional. 

Permitir la intervención de esa entidad en el caso bajo estudio, sería tanto como patrocinar que con una vinculación aparente, resulte conociendo de la acción constitucional un funcionario sin competencia.

Sobre la vinculación aparente, la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, ha dicho: 

“Si bien el sujeto pasivo de la presente acción fue el Ministerio de Educación Nacional, del escrito de amparo no se extracta la existencia de ningún presupuesto fáctico que permita atribuirle actuación u omisión lesiva de derechos fundamentales, en tanto no se cuestiona el programa que forma parte de su política, sino justamente la gestión del administrador, calidad que precisamente recae en el Icetex. 

Entonces, es innegable que se presentó la vinculación aparente  de dicha Cartera Ministerial, situación sobre la que esta Sala ha señalado que «no puede asumirse que por el simple hecho de accionar en contra de los nombrados, se torna competente un determinado funcionario, pues en cuanto no se les atribuya hecho u omisión que soporte su vinculación a ese trámite, ni se precise de modo claro y directo cómo ellos se encuentran comprometidos con el hecho endilgado, es infundada su convocatoria» ( CSJ ATC, 31 mar. 2016, rad. 1687-16, reiterada en ATC, 6 abr. 2016, rad. 1930-2016).

4. De acuerdo con lo expuesto, al dirigirse la demanda contra Estudios e Inversiones Médicas S.A., entidad de carácter privado y ser aparente la vinculación del Ministerio del Trabajo, es el Juez Segundo Penal Municipal con Función de Conocimiento de Pereira el competente para asumir la competencia de este proceso, de conformidad con el numeral 1 del artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, que establece que las acciones de tutela que se interpongan contra particulares serán repartidas en primera instancia a los jueces municipales. Por tanto, se dispondrá remitirle el expediente, previa información de lo acontecido al Juez Cuarto Laboral del Circuito de Pereira.

Por lo expuesto, la Sala Mixta No. 1 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E 
PRIMERO: Dirimir el conflicto de competencia suscitado en el sentido de declarar que era el Juez Segundo Penal Municipal con Función de Conocimiento de Pereira, el competente para asumir el conocimiento de la acción de tutela instaurada por Silvia Jhoana Acevedo Montoya contra la sociedad Estudios e Inversiones Médicas S.A. -ESIMED-.

SEGUNDO: Remítase el expediente al referido despacho y dese cuenta de la decisión adoptada al Juez Cuarto Laboral del Circuito de Pereira que provocó el conflicto.
TERCERO: Notifíquese este auto a la parte actora por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 




JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
� Sala de Casación Civil, auto del 29 de septiembre de 2016, MP: Dr. Luis Alfonso Rico Puerta, expediente ATC6628-2016, radicación No. 11001-22-10-000-2016-00437-01 
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